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En la sociedad existe un amplio acuerdo acerca del papel estratégico que cumple la educación en el 
desarrollo social y económico, y como herramienta para el bienestar personal y colectivo. Este sentir 
nacional se sustenta en los principios varelianos de gratuidad, obligatoriedad y laicidad que este 
documento recoge. 

El presente Compromiso de Política Educativa Nacional1 es el punto de partida, en el período que se 
inicia, para avanzar en la construcción de una política de Estado en materia educativa que involucre a los 
actores sociales y políticos. 

Al mismo tiempo, las políticas educativas 2025-2030 se basarán en los principios y contenidos 
establecidos en la Constitución de la República, Ley General de Educación, las acciones que se han 
venido desarrollando en sucesivas administraciones y conforman políticas de Estado en materia 
educativa, así como en los compromisos anunciados en la campaña electoral que fueran refrendados 
mayoritariamente por la ciudadanía. 

A. La educación como un derecho humano fundamental para todas las personas a lo largo de
toda la vida

La política educativa nacional se regirá por las definiciones, fines y orientaciones generales que están 
establecidas la Ley 18.437 (LGE)2.  

Especialmente se promoverá “el goce y el efectivo ejercicio del derecho a la educación, como un derecho 
humano fundamental” y será el Estado quien lo garantice y promueva “una educación de calidad para 
todos sus habitantes, a lo largo de toda la vida, facilitando la continuidad educativa”. 

También se considerará la educación como un bien público y social que tiene como fin el pleno 
desarrollo físico, psíquico, ético, intelectual y social de todas las personas sin discriminación alguna. 

Es de destacar que como lo señala el Art. 5 de la LGE, “los titulares del goce y efectivo ejercicio del 
derecho a la educación son los educandos. 

De esta forma, las políticas educativas se orientarán hacia toda la población y para todas las edades, 
desde la primera infancia hasta la vida adulta; con propuestas de educación formal y no formal; de forma 
sostenida; planificada y articulada con otras políticas sociales, económicas, laborales y culturales. 

Lo que implica un trabajo interinstitucional, que se realizará con la finalidad de asegurar la culminación 
de los ciclos educativos obligatorios y las oportunidades de formación y acreditación durante toda la 
vida. 

B. Autonomía y coordinación

Las políticas educativas nacionales - para este período - se sustentarán en el principio de autonomía 
establecido en el artículo 202 de la Constitución de la República que asegura la independencia técnica y 
profesional de los entes de enseñanza ANEP, UdelaR y UTEC. Con referencia a esta última institución se 
buscarán los acuerdos sociales y políticos necesarios para instalar en ella, la autonomía y el cogobierno. 

1 El Ministerio de Educación y Cultura presenta el siguiente Compromiso de Política Educativa Nacional en aplicación del Art. 51 
literal D) de la Ley 18.437 en la redacción dada por el Art. 145 de la Ley 19.899 del 9 de julio de 2020. 
2 Título I, Capítulo I de la Ley 18.437. 
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Al mismo tiempo, en aplicación del mismo artículo, se promoverá la coordinación de la educación a 
través del funcionamiento regular de las Comisiones creadas a tales efectos en la Ley General de 
Educación y en la ley 19.899. El compromiso es que estas comisiones funcionen regularmente y realicen 
acuerdos de política educativa a nivel del sector público en la Comisión Coordinadora de la Educación 
Pública3, así como en la Comisión Coordinadora de la Educación4. 

Con el mismo propósito de facilitar la coordinación y avanzar en la recreación del Sistema Nacional de 
Educación Pública, en el marco del sistema educativo nacional, se convocarán y funcionarán 
regularmente las Comisiones Coordinadoras Departamentales5, el Consejo Coordinador de la Educación 
en la Primera Infancia6, la Comisión Nacional de Educación No Formal7 y las sub comisiones en Educación 
en Derechos Humanos, el INAU y Educación Física8. 

En esos ámbitos y en otros de carácter participativo se revisará su integración y cometidos, a partir de lo 
cual el Poder Ejecutivo considerará enviar proyectos de Ley a consideración de este cuerpo. 

La coordinación de la educación será un factor clave de las políticas educativas para este gobierno. 

C. Participación y cogobierno  

La participación será un eje estratégico en las políticas educativas en este período. Tal como lo señala el 
la LGE: “La participación es un principio fundamental de la educación, en tanto el educando debe ser 
sujeto activo en el proceso educativo para apropiarse en forma crítica, responsable y creativa de los 
saberes”9.  

También lo será en lo institucional incorporando a estudiantes, docentes, familias y comunidad en cada 
centro educativo. Para ello se promoverán centros educativos formales y no formales que participen de 
la construcción comunitaria, donde se incentivará la creación de los Consejos de Participación10.  

A nivel de ANEP se prestigiarán las Asamblea Técnico Docentes (ATD) como órgano asesor en las 
definiciones técnico-pedagógicas de cada subsistema de la ANEP.  

También se convocarán los ámbitos técnico-pedagógicos, como lo indica la Ley11 para revisar los 
aspectos curriculares y reglamentarios con el propósito de ajustarlos a las necesidades del desarrollo del 
conocimiento, a los cambios sociales, culturales y económicos de la sociedad uruguaya en el siglo XXI y 
permitan contribuir a la felicidad de las personas, el crecimiento económico sustentable, la convivencia y 
al acceso al conocimiento como democratización imprescindible.  

Al mismo tiempo profundizará en los procesos de acompañamiento de las trayectorias educativas de 
niños, niñas y adolescentes y dotar a los centros educativos de la ANEP de condiciones suficientes para la 
creación de comunidades con independencia en el marco de políticas educativas nacionales e integrales. 

En este sentido, se impulsarán políticas de descentralización que transfieran algunas decisiones a las 
comunidades educativas en cada territorio en dimensiones tales como la definición de propuestas 

 
3 Según la integración y cometidos establecidos en los artículos 187 al 189 de la Ley 18.899, 
4 Art. 106 de la Ley 18.437. 
5 Arts. 90 y 91 de la Ley 18.437. 
6 Arts. 98 al 100 de la Ley 18.437. 
7 Arts. 92 y 93 de la Ley 18.437. 
8 Arts. 110 y 111 de la Ley 18.437. 
9 Art. 9 de la Ley 18.437 
10 Arts. 76 al 78 de la 18.437. 
11 Art. 70 Ley 18.437 
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educativas y las adaptaciones curriculares que se entiendan necesarias. Lo anterior incluye la 
coordinación, articulación y planificación entre centros de diferentes niveles educativos y distintas 
instituciones. 

Por otra parte, el MEC y las autoridades que se designen para el CODICEN de ANEP se comprometen a 
convocar al Congreso Nacional de Educación. 

El principal objetivo es recoger insumos y propuestas para elaborar una Estrategia Nacional de Educación 
que respondan a acuerdos sociales e interpartidarios amplios, para garantizar la continuidad en el 
mediano y largo plazo, así como para abordar la normativa legislativa necesaria para ello. 

D. Educación para la justicia social, el crecimiento económico sustentable y la convivencia 
democrática.  

Siguiendo los principios orientadores señalados en el apartado anterior, las políticas educativas 
facilitarán los aspectos centrales de esta etapa que son el crecimiento económico sustentable, la 
seguridad y el cuidado, favoreciendo el desarrollo productivo, la convivencia democrática y la justicia 
social, así como la inclusión y la transversalidad de todos los aspectos referidos al género. 

A pesar de los avances, el país aún tiene desafíos importantes en materia educativa, especialmente en la 
cobertura en las edades más tempranas, la culminación de los ciclos educativos obligatorios, la equidad 
en los aprendizajes, el acceso a la educación terciaria y a propuestas educativas para toda la población 
adulta entre ellas las que vinculen la educación con el trabajo y las propuestas para personas privadas de 
libertad. 

A estos desafíos se han sumado fenómenos nuevos que agravaron la situación social y educativa como 
los efectos de la pandemia, el avance de la violencia y el crimen organizado en varias zonas del país y el 
deterioro de la salud mental en importante número de niños, niñas y adolescentes. 

Estos fenómenos impactaron negativamente en la educación reflejándose en el ausentismo a los centros 
educativos, la insuficiencia de los mecanismos de apoyo para atender las necesidades de niños, niñas y 
adolescentes y la sensación de inseguridad que se vive en muchos centros educativos. 

Como consecuencia resulta necesario articular las políticas educativas con las políticas sociales y 
coordinar con las instituciones del Estado que se encuentren en cada territorio, así como con 
organizaciones de la sociedad civil. 

Al mismo tiempo, será necesario asegurar la integralidad en la atención y educación de niños, niñas y 
adolescentes incluyendo a la población en situación de discapacidad; en contacto y en un trabajo 
conjunto entre la Comisión Coordinadora de la Educación Pública y la Comisión para la Continuidad 
Educativa y Socio Profesional para la Discapacidad (CCESPD). 

Para ello será orientación de las políticas educativas la extensión del tiempo pedagógico en los niveles de 
educación en la primera infancia, primaria y media básica con propuestas que abarquen la educación 
artística, el deporte, la educación física, el aprendizaje de segundas lenguas, la educación científica y 
tecnológica, y el pensamiento computacional. 

Se articularán los dispositivos que el Estado tenga en cada territorio con aquellos propios del sistema 
educativo. Se promoverá su ampliación para mejorar la atención personalizada de niños, niñas y 
adolescentes con especial énfasis en quienes más lo requieren por su situación social, de discapacidad o 
dificultades en el aprendizaje o la socialización. 
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Se promoverán los ámbitos de todos los niveles educativos como espacios de diálogo y convivencia 
democrática. Para ello se desarrollarán acciones hacia los centros educativos que favorezcan su vínculo 
con el medio social con participación de docentes, estudiantes, funcionarios, familias y organizaciones 
sociales, con los debidos acuerdos en las condiciones laborales.  

En este sentido, será una prioridad fortalecer los centros educativos otorgándoles mayores posibilidades 
en la gestión que favorezcan la inclusión y consideren la diversidad. 

Las políticas educativas promoverán mecanismos que mejoren la asistencia diaria a clase en todos los 
niveles articulando los dispositivos señalados anteriormente con la adaptación de la información que 
hoy poseen los sistemas informáticos12 y las herramientas que ofrece el Centro CEIBAL. También se 
revisarán y modificarán las reglamentaciones y los controles para que contribuyan a la asiduidad. Al 
mismo tiempo se realizarán campañas públicas en el mismo sentido. Para aprender y para la 
construcción social y ciudadana es necesario que niñas, niños y adolescentes concurran regularmente a 
los centros educativos. 

Las políticas educativas en este período jerarquizarán la atención y educación de niños y niñas de 
primera infancia tomando el bono demográfico como una oportunidad. Estas políticas colaborarán en la 
meta nacional de reducir significativamente la pobreza infantil y en generar condiciones para un 
desarrollo integral de niños y niñas desde el nacimiento. 

Para ello el propósito será avanzar en la cobertura universal y la diversificación de la atención y 
educación en uno y dos años de edad y lograr la universalización a los tres años con propuestas flexibles, 
adaptadas a las necesidades de familias y los diferentes territorios. 

En educación media se promoverá una articulación entre las instituciones de este nivel, tanto de 
educación formal, como no formal, así como con los centros de educación inicial y primaria. Se procurará 
ampliar en forma coherente y articulada los dispositivos de apoyo como los equipos multidisciplinarios y 
las tutorías, entre otros. 

En este nivel educativo se multiplicará la oferta de becas estudiantiles con el propósito de contribuir -
junto con otras políticas sociales y educativas- a la continuidad educativa y a que todas las personas 
jóvenes de las próximas generaciones culminen el ciclo de educación media superior.  

Esta tarea estará sustentada en la experiencia acumulada en la Comisión Nacional de Becas13, el apoyo 
del Fondo de Solidaridad y las evaluaciones realizadas en diversas instancias.  

Se procurará que aquellas personas que accedan a una beca tengan un seguimiento y apoyo, al mismo 
tiempo que se realizará un monitoreo y evaluación de su verdadero impacto para revisar y ajustar tanto 
la selección de personas beneficiadas como los mecanismos aplicados. 

Esta política se desarrollará con el fin de concretar un Sistema Nacional de Becas Estudiantiles donde se 
articulen los dispositivos existentes en diversos organismos y niveles educativos. 

Las políticas educativas atenderán especialmente las condiciones materiales en que se desarrollan los 
procesos de enseñanza y de aprendizaje. Para ello, se elaborará un plan de creación y mantenimiento de 
edificios educativos que tenga en cuenta los procesos ya existentes, las necesidades de cada nivel 
educativo y las posibilidades presupuestales.  

 
12 Plataforma Gurí de la DEGEIP y Sistema de Protección de trayectorias educativas, por ejemplo. 
13 Prevista en la Ley 15.851 de 24 de diciembre de 1986, cometidos y funciones establecidas en el Art. 112 de la Ley 18.437. 
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La educación debe realizarse en condiciones materiales adecuadas que respeten a quienes aprenden y 
educan en esos ambientes. También se procurará dotar de alimentación adecuada a niños, niñas y 
adolescentes, recogiendo la larga experiencia del Programa de Alimentación Escolar de la DGEIP. 

Las definiciones que se establezcan en este período se sustentarán en estudios y evidencias. Se 
promoverá así la evaluación de programas y políticas, así como los estudios que se realicen en diversos 
ámbitos. En este aspecto, se fortalecerá el papel del INEEd y se procurará la articulación de sus estudios 
con los realizados en otros ámbitos educativos como el MEC, la ANEP y CEIBAL. 

Asimismo, las políticas se orientarán a extender la cobertura de la educación terciaria, promoviendo la 
coordinación y articulación en sus propuestas en todo el país. Para ello se promoverá la constitución del 
Sistema Nacional de Educación Terciaria Pública procurando la elaboración de una estrategia nacional. 

Las políticas educativas considerarán especialmente el Centro CEIBAL como agencia de innovación 
educativa, articulada con todo el sistema, especialmente con la ANEP. Se procurará que la dotación de 
recursos tecnológicos que se universalizó para los niveles de educación inicial, primaria y media básica, 
se amplíe, especialmente a educación media superior. 

Se promoverá la educación de la población adulta y el fortalecimiento de un verdadero sistema de 
formación profesional que articule los ámbitos educativos con los del mundo del trabajo. 

En este marco se articulará con otras instituciones del Estado para colaborar en la educación en 
contextos de encierro, tanto para la continuidad educativa como para la educación en diversos planos y 
aspectos permitiendo el ejercicio del derecho a la educación para las personas privadas de libertad.  

E. Fortalecer y prestigiar la tarea de educar 

Las políticas educativas del período atenderán especialmente a quienes tienen la tarea de educar en 
cada uno de los niveles educativos. La tarea educadora y docente será reconocida, prestigiada y valorada 
a través del respeto profesional, su consideración material y una formación de calidad. 

Las políticas se sustentarán en la participación de educadores y docentes en la elaboración de políticas, 
en una política de remuneración acordada según los mecanismos de negociación colectiva14 y en una 
formación de carácter universitario. 

En primer lugar, se promoverá legalmente la reinstalación de los Consejos de Educación en ANEP con la 
participación de docentes electos por sus pares para que puedan aportar en las definiciones en cada uno 
de los niveles educativos. Hasta tanto esa ley no sea aprobada, el CODICEN de la ANEP establecerá los 
mecanismos que la normativa vigente le permita para involucrar al cuerpo docente en los ámbitos de 
decisión de cada Dirección General. 

También se jerarquizarán los espacios de participación técnico-pedagógicos como las Asambleas Técnico 
Docentes (ATD)15, las Salas Docentes y las Comisiones de Carrera, según los diferentes niveles 
educativos. 

Se trabajará, en el marco de la negociación colectiva, para que funcionarias/os, educadoras/es y 
docentes tengan remuneraciones y condiciones de trabajo acordes pudiendo así asumir sus 
responsabilidades con el profesionalismo y el compromiso social propios de su labor. 

 
14 Establecidos por la Ley 18.508 de 26 de junio de 2009. 
15 Art. 70 de la Ley 18.437. 
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Se desarrollará la formación permanente, en todos los niveles, como oportunidad y derecho de quienes 
educan promoviendo equipos docentes actualizados y portadores de nuevos saberes requeridos para un 
ejercicio profesional actualizado, tal como lo exigen los constantes avances del conocimiento. 

Se retomará la creación de una cultura universitaria en formación en educación a través de la enseñanza, 
la investigación y la extensión.  

Con el propósito de avanzar en la consideración de la formación de carácter universitario se revisará el 
programa de Docente Acreditado y se realizarán los máximos esfuerzos para la creación de la 
Universidad de la Educación garantizando las mayorías especiales que requiere la Constitución de la 
República para la creación de un nuevo ente de enseñanza. 

El propósito es que esta institución funcione de manera articulada con las otras instituciones de 
educación terciaria, especialmente en el marco del Sistema Nacional de Educación Terciaria Pública, 
procurando la coordinación y la complementariedad de funciones y recursos.  

F. Hacia un Plan Nacional de Educación 

El presente compromiso es el punto de partida que asumen las autoridades de la educación para avanzar 
en un Plan Nacional de Educación que establezca líneas de acción a mediano y largo plazo. 

En este camino se considerarán los mensajes presupuestales, según las normas que establece la 
Constitución de la República y las leyes nacionales al respecto. Antes de enviar el Proyecto de Ley 
Presupuestal por parte del Poder Ejecutivo, el MEC presentará el Plan de Política Educativa Nacional en 
el que “se fijarán los principios generales y las metas de articulación entre las políticas educativas y las 
políticas de desarrollo humano, cultural, social, tecnológico y económico que servirán de marco a la 
elaboración de políticas educativas específicas”, tal como lo señala el Art. 51, literal E) de la Ley General 
de Educación.  

Este plan se elaborará en el marco de la Comisión Coordinadora de la Educación Pública. 

Las nuevas autoridades de la educación asumen este compromiso e invitan a toda la sociedad a 
integrarse, participar y aportar para construir una educación democrática y democratizadora que 
contribuya a crear una sociedad solidaria, justa y democrática.  

 

Montevideo, marzo de 2025. 
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